Tribunal del Trabajo Nº4 San Martín. 23/12/2004

AUTOS:”LEYES ORTIZ, CARLOS ALBERTO c/ LUTUFYAN S.A. s/ ENFERMEDAD ACCIDENTE Y DESPIDO”

Negativa a otorgar tareas acorde disminución laborativa. Otorgamiento período consevación del empleo. Reclamo por indemnización por incapacidad.

A) La conservación del empleo prevista en el art. 211 de la L.C.T. y el otorgamiento de tareas al actor que pese a su capacidad disminuida está en condiciones de volver a trabajar, situación contemplada en el art. 212 L.C.T. son dos institutos legales de diferente alcance que no deben ser confundidos.

B) Si producida el alta médica el trabajador requirió el otorgamiento de tareas livianas conforme su capacidad laborativa disminuida y la empleadora le hizo saber que “carecía de posibilidades de otorgarles tareas acordes con su estado de salud”, significa que puso una valla a la reincorporación del actor lo que tornaba imposible la continuidad de la relación laboral, sin necesidad de manifestación alguna por parte de aquel.

C) Toda vez que la empleadora no acreditó que la negativa a otorgar tareas livianas respondiera a causas que no le fueran imputables, la situación se encuadra en el tercer párrafo deL ART. 212 la L.C.T. , apartándome de la normativa invocada por el demandante por aplicación de la regla “iura curia novit”.

D) El límite para la aplicación de la regla “iura curia novit” está dado por el respeto al principio de congruencia, es decir la correspondencia entre la acción promovida y la sentencia que se dicte sin alterar los términos de la demanda, manteniendo conformidad respecto de los sujetos, el objeto, la causa, los hechos y las defensas planteadas, principio que en el caso de autos está absolutamente respetado.

E) No habiéndose comprobado la existencia de relación de causalidad entre las patologías comprobadas en el actor y las tareas prestadas para la demandada, la acción intentada en ese aspecto no puede tener acogida (art.2 y conc. ley 24028 y 499 del C.C.).
En la ciudad de General San Martín, a los veinte        

días del mes de diciembre del año dos mil cuatro, se reúnen los señores Jueces doctores Carlos Gustavo Galbarini, Humberto Raúl Salinas y Horacio Aníbal Bernasconi, a efectos de dictar Veredicto en la causa “LEYES ORTIZ, CARLOS ALBERTO c/ LUTUFYAN S.A. s/ ENFERMEDAD ACCIDENTE y DESPIDO”. Practicado el sorteo que establece el art. 44 inc. c) de la ley 11.653, resultó que deberán votar los señores Jueces en el siguiente orden: Dres. Bernasconi, Galbarini y Salinas, resolviendo plantear y votar por separado las siguientes: 

CUESTIONES

A las cuestiones planteadas, el Dr. Bernasconi, dijo:

PRIMERA CUESTION: ¿Resulta acreditada la relación laboral entre las partes? 

La relación laboral entre las partes no es una cuestión controvertida en autos, a tenor de las manifestaciones de los litigantes en los escritos constitutivos de la litis. Tampoco existe controversia en cuanto a la fecha de ingreso del actor y al tipo y duración de las tareas desempeñadas por el accionante ni al horario de trabajo. En dichos aspectos, considero acreditado que la fecha de ingreso del actor al servicio de la demandada fue en julio de 1987 y el horario de 8 a 13 hs y de 14 a 18 hs. de lunes a viernes.

SEGUNDA CUESTION: ¿Resulta acreditado el intercambio epistolar entre las partes, referido en la demanda?

La demandada reconoce expresamente haber recibido del 

actor la carta documento de fecha 1.2.1996 (fs. 9) por la que este le manifiesta que habiendo tenido alta médica para trabajar a partir del 1.2.96 con indicación de realización de trabajo liviano, no le permitieron realizar tareas en el día de la fecha, por lo que intima la aclaración de su situación y dar trabajo conforme indicación médica. Reconoce además que remitió el telegrama de fecha 2.2.1996 (fs.7) por el que notifica al trabajador que se encuentran en goce de vacaciones correspondientes a 1994, que no había gozado por su enfermedad, a partir del alta médica, y también la carta documento de fecha 21.2.96 (fs. 7bis) por la que en respuesta a la intimación del actor, le notifica que luego de un prolijo análisis de la situación con auxilio del servicio médico, le hace saber que la empresa carece de posibilidades de otorgarle tareas acorde con su estado de salud, por lo que le notifica que a partir del 22 de febrero de 1996 le conservaran el puesto por un año en los términos del art. 911 de la L.C.T. mención esta última que rectifica por telegrama de fecha 23.2.96 (fs. 6) aclarando que debía decir art. 211 L.C.T. El actor por C.D. de fecha 27.2.1996 (fs. 11) rechazó la postura de la demandada intimando le otorguen las mismas tareas livianas otorgadas en el período 5.8.94, 26.9.94 y 21.11.94 según fueran recomendadas por los médicos que cita. Por lo que tengo por reconocidos, remitidos y recepcionados, los telegramas y carta documento, antes citadas, no así la carta documento de fecha 12.3.1996, cuya copia obra a fs.10, por la cual el actor afirma haber notificado a su empleadora que “ante persistencia de negativa de otorgar tareas pese intimación de fecha 27.2.96 me considero gravemente injuriado por lo que haré efectivo apercibimiento considerándome despedido su exclusiva culpa. Intimo pago indemnizaciones legales plazo 48 horas”. La demandada desconoce expresamente la autenticidad y recepción de dicha pieza y la parte actora no diligenció prueba alguna tendiente a acreditar dichos extremos, por lo que no puede tenerse por probado el envío del despacho referido.                                                                                            

TERCERA CUESTION: ¿Se encuentran acreditadas las enfermedades alegadas por el actor en su demanda?

Las partes no difieren en sostener que el accionante padece de hipertensión arterial y que sufre, al menos a la época del distracto un síndrome depresivo. Se advierte sí, alguna disidencia en cuanto a la época en que el actor conoció la existencia de su enfermedad y fundamentalmente la incapacidad resultante de tales afecciones. En ese sentido, el actor sostiene que el 1 de febrero de 1995 comenzó con un problema de enfermedad que le impidió prestar tareas y que el 15.2.95 le diagnosticaron síndrome depresivo. Sin embargo el propio actor refiere al perito médico actuante en autos -fs. 341 vta.- síntomas de dicha enfermedad desde 1994, tal dato resulta confirmado por la historia clínica, copia remitida por la Obra Social de Empleados textiles y Afines, de donde surge con fecha 24.8.94 -fs. 222- la mención de síndrome depresivo, y el 14.10.94 -fs.225- estado de angustia. En cuanto a la hipertensión arterial, es determinada por la peritación médica practicada en autos a fs.471, si bien sitúa la manifestación de la enfermedad desde el año 1996, ello se contradice con constancias documentales de autos y con las propias manifestaciones de la parte actora en su escrito inicial a fs.44 vta. que establece los primeros síntomas de su enfermedad en agosto de 1994; la misma demandada reconoce la existencia de la enfermedad, cuyas primeras manifestaciones en el actor sitúa en setiembre de 1991, circunstancia que sin embargo no alcanza a probar. Determinada en el actor la existencia de las enfermedades que alega, la peritación médica determina que la hipertensión arterial amerita una incapacidad del 5% y la depresión neurótica una del 10% de su capacidad total obrera; tal determinación no mereció reproche de las partes ni de las citadas en garantía.

CUARTA CUESTION: ¿Existe relación causal entre las enfermedades detectadas en el actor con las tareas desempeñadas para la demandada?

La parte actora sostiene que la incapacidad provocada por las enfermedades por las que reclama en la demanda, son originadas por el hecho y en ocasión del trabajo, aduciendo que el origen de tales trastornos fue la presión que la empleadora ejercía sobre los trabajadores y la persecución sistemática de que era objeto el reclamante por parte del encargado Sr. Raúl Yacuzzi. Ninguna prueba de tales circunstancias produjo el accionante en autos, mientras que el perito médico designado determina a fs. 471 que las afecciones que presenta el actor no guardan relación de causalidad con las tareas desempeñadas para la demandada. Tal conclusión fue consentida por la parte actora.
QUINTA CUESTION: ¿Resulta acreditado que al actor se le otorgó el alta médica de sus enfermedades, autorizándolo a trabajar en tareas livianas?

Ambas partes expresamente reconocen esa circunstancia, si bien existe alguna contradicción en los dichos de las mismas partes en cuanto a la fecha del alta, no hay duda que ambas reconocen que entre fines de enero y el 22 de febrero de 1996, luego de gozar de su período de vacaciones anuales, el actor estaba en condiciones de reintegrarse a su trabajo cumpliendo tareas livianas acorde con su grado de incapacidad permanente. Así lo manifiesta la propia demandada expresamente en su responde a fs. 98 vta. cuando afirma “que es cierto que el 9.1.96 se le otorga el alta, prescribiéndole el médico tratante que se halla en condiciones de reinserción laboral, en régimen que excluya el esfuerzo físico”. Asimismo en el telegrama de fecha 2.2.1996 la misma empleadora le notifica al actor “usted está gozando sus vacaciones correspondientes al año 94 a partir de su alta médica”; por lo que no cabe duda alguna que era de pleno conocimiento de la empresa demandada que el trabajador contaba con el alta médica y había sido habilitado para trabajar en tareas livianas acorde con su capacidad restringida.   

SEXTA CUESTION: ¿Otorgó la empleadora al trabajador las tareas livianas en las que por prescripción médica el actor estaba habilitado para trabajar?

No en absoluto, por lo contrario en su carta documento de fecha 21.2.1996 -fs. 7 bis- se le notifica al trabajador que la empresa carece de posibilidades de otorgarle tareas acorde con su estado de salud por lo que le hace saber que a partir del 22 de febrero de 1996 le conservará su puesto por un año en los términos del art. 911 de la L.C.T. mención que luego corrige por telegrama de fecha 23.2.96. Esa carencia de tareas que la demandada invoca para no hacer lugar al reclamo de trabajo de su dependiente, no resulta en modo alguno probada por la accionada, no siendo prueba suficiente de la carencia de otras tareas livianas, el cierre del depósito referido en la contestación de demanda. 

SEPTIMA CUESTION: ¿Cuál fue el mejor salario mensual, normal y habitual percibido por el trabajador demandante durante el último año de la relación laboral?

Me remito a la peritación contable practicada a fs. 353/359, en cuanto surge del cuadro anexo de fs. 355 como mejor salario mensual, normal y habitual del trabajador reclamante en el último año de la relación, la suma de $ 501,48 que con la incidencia proporcional del sueldo anual complementario asciende a $ 543,27; toda vez que el accionante no prueba la integración del salario con los lunchon tickets mencionados en la demanda.

OCTAVA CUESTION: ¿Abonó la demandada al actor los salarios correspondientes al mes de febrero de 1996 y el sueldo anual complementario proporcional del primer semestre de 1996?

Reclamadas por el actor en su demanda, ninguna prueba de tales pagos ofreció la demandada.

Tales los hechos que considero probados y no probados, después de haber meritado los medios probatorios individualizados en el Veredicto, apreciándolos en conciencia (art.44 inc. d Ley 11.653).

 Así lo voto

Los señores Jueces doctores Galbarini y Salinas, por los mismos fundamentos, votan en igual sentido a todas las cuestiones planteadas.

    Con lo que teniéndose por Veredicto, se dio por terminado el Acto, firmando los señores Jueces por ante mi, la actuaria, de lo que doy fe. 

En la ciudad de General San Martín a los veintitres        días del mes de diciembre del año dos mil cuatro, se reúnen los señores Jueces doctores Carlos Gustavo Galbarini, Humberto Raúl Salinas y Horacio Aníbal Bernasconi, a efectos de dictar sentencia en la causa “LEYES ORTIZ, CARLOS ALBERTO c/ LUTUFYAN S.A. s/ ENFERMEDAD ACCIDENTE y DESPIDO”, resolviéndose mantener el mismo orden que en el Veredicto, el Tribunal plantea y vota por separado la siguiente:

CUESTION
¿Que pronunciamiento corresponde dictar?

A la cuestión planteada el Dr. Bernasconi dijo:

ANTECEDENTES DE LA CAUSA
A) Se presenta el Dr. Sergio Fortunato Leyes, en nombre y representación del actor, CARLOS ALBERTO LEYES ORTIZ, promoviendo demanda contra LUTUFYAN S.A. por el cobro de la suma de $ 22.366,72 en concepto de indemnización por accidente de trabajo, con fundamento en las ley 24.028, e indemnizaciones por despido indirecto. Manifiesta que el actor ingresó a laborar para la demandada el 1 de julio de 1987, detallando el horario y la remuneración percibida. Denuncia que el actor fue objeto de una persecución sistemática por parte del encargado de la firma que llegó a originarle graves trastornos a su salud psíquica que desembocaron en una hipertensión arterial y síndrome depresivo que el 1 de febrero de 1995 le impidió prestar tareas, por lo que fue asistido con conocimiento del servicio médico de la empresa, situación que se prolongó hasta el 9.1.1996 fecha en que le otorgaron el alta para tareas livianas que la empresa le negó, aduciendo no contar con ese tipo de tareas. Refiere la parte actora que durante el año 1994, cuando empezó a sentir los efectos de la hipertensión arterial, la empresa le otorgó tareas livianas hasta el 21.12.1994. La situación planteada llevó al trabajador a remitir a la empresa la carta documento de fecha 1.2.1996, reclamando que habiendo tenido alta médica particular y del servicio médico de la empresa con indicación de tareas livianas y no permitiéndosele realizar tareas, intima a la empresa a aclarar su situación y dar trabajo conforme indicación médica. La demandada remitió al actor carta documento en respuesta al requerimiento formulado haciéndole saber que la empresa carece de posibilidades de otorgarle tareas livianas acorde con el estado de salud del trabajador, por lo le hacen saber que a partir del 22 de febrero de 1996 le conservarían el puesto por un año invocando erróneamente el art. 911 de la ley de contrato de trabajo, error rectificado por telegrama de fecha 23.2.1996, acompañado por la parte actora con su prueba documental. El actor insistió por telegrama de fecha 27.2.1996 el otorgamiento de las tareas livianas, y persistiendo la negativa de la empresa se consideró despedido por carta documento de fecha 12.3.1996 cuya copia agrega a fs.10.

Por otra parte el trabajador accionante sostiene que la hipertensión arterial y el síndrome depresivo que sufre fueron originados por el hecho y en ocasión del trabajo, provocándole una incapacidad laborativa de la que tomó conocimiento en abril de 1996, por lo que reclama una indemnización por un 40% de incapacidad, según surge de la liquidación que practica, con fundamento en la ley 24.028. La parte actora practica liquidación, tanto de las indemnizaciones derivadas del despido como de la enfermedad accidente invocados, funda en derecho su presentación, ofrece prueba y peticiona se haga lugar a su demanda en todos sus términos.

B) Corrido traslado de la demanda, se presenta a contestar dicho traslado el Dr. José Carlos Arozamena, en representación de la demandada LUTUFYAN HERMANOS S.A.I.C. e Y. a mérito del poder que acompaña, oponiendo en principio excepción de prescripción al reclamo por enfermedad, por las razones que expone con cita jurisprudencial y doctrinaria. Contesta además demanda reconociendo la relación laboral, la fecha de ingreso y el horario de trabajo. Niega por su parte la autenticidad y contenido de la carta documento de fecha 12.3.1996 y el salario pretendido por el accionante, así como la persecución que el actor dice haber sufrido por parte del encargado. Sostiene que el actor se encontraba en atención médica por hipertensión arterial desde setiembre de 1991, por lo que había gozado numerosas licencias. Que en agosto de 1994 se le diagnosticó un síndrome depresivo, faltando varios días por esa causa en los meses de agosto y setiembre de ese año, padeciendo además diversas dolencias relacionadas con aquellas patologías durante los meses de octubre, noviembre y diciembre de 1994. Que el 26.1.95 faltó a sus tareas y al día siguiente el servicio médico a domicilio le diagnosticó hipertensión arterial y el 31.1.95 síndrome depresivo y síndrome vertiginoso. La demandada reconoce como cierto que el 9.1.96 se le otorgó el alta prescribiéndole el médico tratante “que se halla en condiciones de reinserción laboral, en régimen que excluya el esfuerzo físico”. Explica la demandada que a partir de ese hecho el accionante comenzó el goce de sus vacaciones, cuyo otorgamiento no había podido efectivizarse en razón de su licencia por enfermedad, negando que la empresa se hubiera negado a darle tareas al accionante, sino que en la empresa no existían labores acordes con su particular estado psicofísico. Tras referir las condiciones y el modo en que el actor había desarrollado sus tareas, y las alternativas referidas al lugar en que las desempeñaba, insiste en que carecía de tareas acordes con el estado psicofísico del actor y niega la relación de las dolencias del trabajador con el trabajo en la empresa; reconoce en parte el intercambio epistolar con el accionante pero niega la recepción de la carta documento por la que aquel  materializa su decisión de considerarse despedido; finalmente, tras otras consideraciones la parte demandada impugna la liquidación practicada en la demanda, solicita la citación en garantía de CONOSUD S.A. CIA. ARGENTINA DE SEGUROS y de  LA ECONOMIA COMERCIAL SOCIEDAD ANONIMA DE SEGUROS GENERALES, ofrece prueba, funda en derecho su presentación y peticiona el rechazo de la demanda. 

C) A fs. 117 se presenta el Dr. Cristian José Delasoie, contestando la citación en garantía en representación de LA ECONOMIA COMERCIAL S.A. DE SEGUROS GENERALES y en nombre de su representada opone excepción de falta de legitimación pasiva para obrar, basada en la inexistencia de póliza al momento denunciado como de toma de conocimiento de la enfermedad accidente por el actor en agosto de 1994, siendo que el contrato de seguro con la demandada tuvo vigencia entre el 1.7.95 y el 1.7.96. Sostiene además que la póliza contratada excluye expresamente la enfermedad accidente invocada por el demandante. A todo evento adhiere a los términos de la contestación de demanda, negando todos los hechos relatados en el escrito de inicio en razón que la aseguradora nunca tuvo conocimiento directo de los hechos objeto del reclamo de autos. Tras otras consideraciones relativas a las patologías denunciadas y la incapacidad pretendida, la citada ofrece prueba y peticiona el rechazo de la demanda.

D) Acreditado el estado de liquidación de la citada en garantía CONOSUD S.A. CIA. ARGENTINA DE SEGUROS por el informe obrante a fs.44 y citados los liquidadores a efectos comparezcan a estar a derecho, se presentan a fs. 163 los dres. Francisco Miguel Talento y Jorge Antonio Bahillo como Delegados Liquidadores de la mencionada aseguradora, contestando la citación en garantía y adhiriendo a la contestación de la demanda y prueba ofrecida por la demandada principal, para el caso que acredite la existencia del contrato de seguro.

E) Producida la etapa probatoria y dictado el Veredicto los autos se encuentran en estado de pasar al acuerdo para el dictado de la Sentencia (art.44 inc. d ley 11.653).

FUNDAMENTOS DEL FALLO 

1) En principio advierto que en la causa tramitan dos pretensiones distintas de la parte actora, una referida a las indemnizaciones y cobro de pesos derivados  de la relación laboral y su ruptura, y otra que tiene su origen en la atribución de responsabilidad a la empleadora por las incapacidades resultantes de enfermedades que el actor relaciona con el trabajo en los términos de la ley 24.028; y en este último caso la interposición por la demandada de excepción de prescripción y por la citada en garantía -LA ECONOMIA COMERCIAL S.A. DE SEGUROS GENERALES- excepción de falta de legitimación pasiva para obrar. Trataré ambas cuestiones por separado. Respecto al reclamo por indemnización derivada de la incapacidad ocasionada por las patologías detectadas por la peritación médica practicada en autos, entiendo que debe ser rechazado, toda vez que de las conclusiones alcanzadas en el Veredicto al tratarse la cuestión cuarta surge que entre las patologías comprobadas en el actor por las que reclama en autos y las tareas prestadas para su empleadora, no existe relación de causalidad, por lo que insisto, la acción intentada no puede tener acogida (Art. 2 y concord. ley 24.028 y 499 Código Civil). En los mismos términos y por iguales fundamentos debe eximirse de responsabilidad a las citadas en garantía -LA ECONOMIA COMERCIAL S.A. DE SEGUROS GENERALES y CONOSUD S.A. COMPAÑIA ARGENTINA DE SEGUROS-. En cuanto a las costas por este reclamo, siendo real la existencia de las enfermedades alegadas por el accionante, por lo que pudo razonablemente entender que podía accionar como lo hizo, considero deben imponerse en el orden causado, tanto en lo que a las partes se refiere, como a las citadas en garantía, por lo actuado en la causa (art. 19 ley 11.653); en las atribuidas al actor, en los términos previstos en el art. 22 de la ley mencionada, art.13 de la ley 24.028 y 20 de la L.C.T. Lo decidido respecto al rechazo del reclamo por las indemnizaciones por enfermedades invocadas por el actor, torna innecesario por abstracto, el tratamiento de las excepciones planteadas por la demandada y por la citada en garantía.

Respecto a los reclamos derivados de la falta de continuidad de la relación laboral entre las partes, considero, de conformidad con los hechos tenidos por probados en el Veredicto, que la presente demanda debe prosperar con el alcance que a continuación expongo y de acuerdo con las disposiciones legales a que haré referencia, apartándome de la normativa invocada por el demandante, en ejercicio del principio “iura curia novit”, por las razones que expondré en el presente decisorio. En efecto, acreditado el alta del trabajador demandante para desempeñarse en tareas acorde con la disminución de su capacidad sicofísica, tal como resulta reconocido y probado en la causa conforme las conclusiones arribadas en el Veredicto al tratarse la cuestión quinta, e intimado el otorgamiento de tareas por carta documento también reconocida por la demandada -cuestión segunda-, la empresa negó el otorgamiento, alegando carecer de tareas acorde al estado de salud del trabajador, notificándole que le conservaría su puesto por un año, en los términos del art. 911 -luego rectifica por el 211- de la Ley de Contrato de Trabajo (Veredicto cuestiones segunda y sexta). Es evidente que la demandada confunde los alcances de dos institutos legales distintos, como son la conservación del empleo prevista en el art. 211 de la L.C.T. y el otorgamiento de tareas al actor que pese a su capacidad disminuida está en condiciones de volver a trabajar, situación contemplada en el art. 212 párrafos primero a tercero. En el caso del art. 211, se trata de un trabajador que vencidos los plazos de licencia paga por causa de accidente o enfermedad inculpable no está en condiciones de volver al trabajo, por lo que se le debe reservar el puesto durante un año sin derecho a remuneración; en cambio, en la situación prevista en el art. 212 -párrafos primero a tercero- el trabajador está en condiciones de volver a trabajar, como en el caso de autos, con una disminución parcial de su capacidad, pero en tareas acordes a su condición sicofísica; y si en esa circunstancia el empleador no le otorga tareas, las consecuencias son diferentes según la negativa responda a una imposibilidad de la empresa por causa que no le fuera imputable, o por lo contrario, estando en condiciones de hacerlo el empleador no le asignara aquellas tareas por decisión voluntaria; en el primer caso deberá abonar al trabajador una indemnización igual a la prevista en el art. 247 de la L.C.T. y en el segundo, una de monto igual a la expresada en el art. 245 de esa ley. En el caso de autos, producida el alta médica, el trabajador requirió el otorgamiento de tareas livianas y la empleadora le hizo saber que “carecía de posibilidades de otorgarle tareas acorde con su estado de salud”, es decir puso una valla a la reincorporación del actor lo que tornaba imposible la continuidad de la relación, toda vez que la alternativa planteada por la demandada con fundamento en el art. 211 del R.C.T. no se ajusta al caso de autos, implicando para el actor la imposibilidad de reincorporarse con la consabida perdida de remuneración, lo que equivalía a una suspensión unilateralmente dispuesta por la empleadora, excesiva e injustificada. Por consiguiente entiendo que la actitud adoptada por la accionada tornaba imposible la continuidad de la relación, sin necesidad de manifestación alguna por parte del trabajador, por lo que la falta de acreditación del telegrama rescisorio carece de importancia, encuadrándose la situación en el párrafo tercero del art. 212 de la Ley de Contrato de Trabajo, toda vez que la empleadora tampoco acreditó que la negativa a otorgar tareas livianas respondiera a causas que no le fueran imputables, haciendo acreedor al trabajador, sin mas, a la indemnización prevista en la norma citada equivalente a la expresada en el art. 245 del R.C.T. Para llegar a esta conclusión he prescindido del encuadre legal efectuado por el accionante en su demanda por aplicación de la regla “iura curia novit”, que implica la facultad de los jueces de encuadrar legalmente el caso con prescindencia del derecho invocado por las partes (conf. S.C.J.B.A. autos: “Muñoz c/ Liga de farmacéuticos” 10.5.88 - “Mazzera c/ Meller” 31.5.88). Sabido es que el límite para la aplicación de la mencionada regla es el respeto al principio de congruencia, es decir mantener la correspondencia entre la acción promovida y la sentencia que se dicte, sin alterar los términos de la demanda, manteniendo conformidad respecto de los sujetos, el objeto, la causa, los hechos y las defensas planteadas. Considero que en el caso de autos, este principio está absolutamente respetado, toda vez que se reclaman las indemnizaciones derivadas de la ruptura de la relación laboral, derivada de la falta de otorgamiento de tareas acordes con la disminución de la capacidad laboral del actor, requeridas por este a su empleadora, situación que la demandada tuvo la oportunidad procesal de rebatir suficientemente, con argumentos que no hubieran variado de ser la fundamentación legal de la demanda, la que en definitiva propicio para hacerle lugar, toda vez que la propia accionada reconoció expresamente el alta médica otorgada al trabajador, la intimación para que se otorguen tareas livianas y su negativa por entender que carecía de tareas de ese tipo, tornando imposible la continuación de la relación. Considero además que habiéndose producido la extinción del vínculo como consecuencia de la decisión voluntaria y unilateral de la empleadora, sin que se acreditara la imposibilidad del otorgamiento de las tareas requeridas, corresponde además el pago de la indemnización substitutiva del preaviso omitido (art. 231/232 L.C.T. Conf. J.C.Fernandez Madrid “Ley de Contrato de trabajo Comentada pag.771). Con costas a la demandada vencida (art.19 ley 11.653).    

2) Corresponde también hacer lugar a la demanda en cuanto reclama el pago de salarios devengados por el mes de febrero de 1996 y el sueldo anual complementario proporcional al tiempo trabajado en el primer semestre de ese año, conforme las conclusiones alcanzadas al tratarse la cuestión octava del Veredicto.

3) Por lo expuesto propongo se dicte sentencia conforme las conclusiones anteriores, rechazando la demanda en cuanto se refiere al reclamo por enfermedad accidente fundado en la ley 24.028, así como excluir de responsabilidad a las citadas en garantía, con costas en el orden causado, conforme lo oportunamente expuesto y haciendo lugar parcialmente a la demanda en lo referente a las indemnizaciones consecuencia de la rescisión contractual y salarios adeudados y por tanto condenando a la demandada LUTUFYAN S.A. a pagar a CARLOS ALBERTO LEYES ORTIZ, las sumas resultantes de la liquidación que practico sobre la base de las constancias de autos, el salario y la antigüedad tenidas por acreditadas en el Veredicto y en uso de las facultades otorgadas al Tribunal en el art. 44 inc. e) de la ley 11.653, a saber: A) Indemnización art. 12 tercer párrafo L.C.T.: $ 4.889,43; B) Indemnización substitutiva del preaviso,: $ 1.086,54; C) Salarios devengados mes de febrero de 1996: $ 376,11 ; D) Sueldo anual complementario proporcional correspondiente al primer semestre de 1996: $ 71,44; TOTAL: $6.423,52. Las sumas mencionadas deberán ser incrementadas con sus intereses que se calcularán desde la fecha del distracto -21.2.1996- a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigentes en sus distintos períodos de aplicación, (S.C.B.A autos “Molina de Nieva c/ Monzón Servente s/ Indemnización Art.622 Código Civil), hasta el 5.1.2002. A partir del 6 de enero de 2002, y considerando que la tasa anteriormente fijada, adoptada por la Suprema Corte provincial en función del régimen de convertibilidad monetario establecido por ley 23.928, parcialmente derogada por ley 25.591, no resulta adecuada a la nueva situación económica derivada de esa modificación, cuyas consecuencias negativas debe soportar especialmente el acreedor laboral, es que entiendo que debe aplicarse la tasa que perciba la institución bancaria mencionada, para operaciones corrientes de descuentos de documentos comerciales –tasa activa-, conforme el criterio ya fijado por este Tribunal en autos “Fecha, Juan Luis c/ Tecno Ingeniería S.A. -30.8-2002- y ratificado a partir de autos “Turdó, Analía c/ Carrefour Argentina S.A.” 16.9.2002-. Costas, respecto a los rubros obrantes en la liquidación practicada, a la demandada (art. 19 Ley 11.653). 

Así lo voto

Los señores Jueces doctores Galbarini y Salinas, por los mismos fundamentos, votan en igual sentido.

Con lo que se dio por terminado el Acto, firmando los señores Jueces por ante mi, la actuaria, de lo que doy fe.

SENTENCIA

        General San Martín, diciembre 23 de 2004.

En mérito al resultado de la votación que antecede, el tribunal RESUELVE: 1) Rechazar la demanda instaurada por CARLOS ALBERTO LEYES ORTIZ contra LUTUFYAN S.A. en cuanto pretende indemnización por enfermedad accidente (art.2 y conc. ley 24028 y art. 499 C.C.) así como contra las citadas en garantía LA ECONOMIA COMERCIAL S.A. DE SEGUROS GENERALES y CONOSUD S.A. COMPAÑIA ARGENTINA DE SEGUROS. Costas en el orden causado, respecto al actor en los términos y con las limitaciones previstas en los art. 22 de la ley 11.653, 13 de la ley 24.028 y 20 de la L.C.T.). 

2) Hacer lugar parcialmente a la demanda, por los rubros que integran la liquidación practicada en el decisorio, condenando a LUTUFYAN S.A., a pagar a CARLOS ALBERTO LEYES ORTIZ, la suma de pesos SEIS MIL CUATROCIENTOS VEINTITRES con 52/100 - $ 6.423,52- con mas sus intereses desde la fecha del distracto -21.1.1996- hasta el 5.1.2002 a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigentes en los distintos períodos de aplicación. A partir del 6.1.2002 los intereses se calcularan a la tasa que perciba la institución bancaria antes mencionada para operaciones corrientes de descuento de documentos comerciales -tasa activa- (art.622 y 623 del C.C.), Costas por esos rubros a la demandada vencida (art.19 ley 11.653).

2) Las sumas precedentemente indicadas deberán ser  depositadas a la orden de este Tribunal y como perteneciente a estos autos, en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, delegación Tribunales de San Martín, dentro de los diez días de notificada la presente.

3)  La regulación de honorarios de los profesionales intervinientes, se practicará por separado.

4) Regístrese, practíquese liquidación y oportunamente, archívese.          


